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Acta No. 517 de octubre 05 del año 2009. 





Expediente 66001-22-13-001-2009-00104-00




Se resuelve la Acción de tutela promovida por HERNAN GOMEZ MESA en contra del JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRAS, RISARALDA, y a la que fue vinculada la señora LUZ ARGENIS ARIAS OSPINA. 

I. ANTECEDENTES:

Pretende el actor con apoyo en el artículo 86 de la Constitución Nacional, se le tutele su derecho al debido proceso que considera vulnerado por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido el juzgado arriba citado.





Explica, en esencia, luego de narrar lo acontecido en el expediente, que el Despacho liquidó las agencias en derecho, con violación del acuerdo 1887 del 2003, expedido por el CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA; la liquidación del crédito excedió los intereses de mora y que el inmueble tiene un valor aproximado de $350.000.000.00, pero se rematará por $122.944.000, lo cual es una suma irrisoria. Por todo esto, considera que se le viola el debido proceso y, además, se incurrió en una vía de hecho por defecto sustantivo y procesal.    




Pide, entonces, se le tutele el derecho invocado y, consecuentemente, se declare la nulidad de toda la actuación surtida, a partir de la ejecutoria de la sentencia. 




La petición se tramitó con sujeción a las disposiciones legales pertinentes, ordenando la vinculación de la señora LUZ ARGENIS ARIAS OSPINA quien, a nombre propio, acercó un escrito en el que describe las incidencias del préstamo que le hizo al tutelante y lo acaecido en el expediente, pidiendo “que se vele por los intereses del estado (sic) para que no siga siendo burlado como lo pretende hacer el señor Hernán Gómez Mesa evitando cancelar una obligación real alegando situaciones que a la Luz del Derecho no tienen ninguna base jurídica”
.
Por su parte, el titular del juzgado acusado envió copias de las actuaciones referentes al caso y expresó que el trámite se encuentra ajustado al debido proceso, por lo que la acción de tutela es improcedente.





Sin necesidad de la práctica de otras pruebas distintas a las documentales que obran en el plenario, se pasa a resolver la tutela previas las siguientes,

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

El derecho fundamental que considera vulnerado el tutelante es el del debido proceso, amparado por el artículo 29 de la Carta Política.

Sin embargo, para la Sala es claro que tal derecho fundamental no ha sido quebrantado.





Ciertamente, las actuaciones relacionadas con las liquidaciones tanto de costas como de crédito, al igual que la del avalúo del predio, adelantadas dentro del proceso ejecutivo con título hipotecario que acusa de ilegal el peticionario, se tramitaron conforme a derecho y de las decisiones tomadas en ellas no se puede decir que obedecieron al mero capricho o veleidad del juzgador.

 En efecto: de la liquidación de las costas se dio traslado a las partes y, como no fue objetada, se aprobó. Contra esta providencia el accionante no interpuso recursos, quedando en firme
. 

Igual sucedió con la liquidación del crédito: el Despacho la liquidó, procedió a dar el traslado pertinente y no fue objetada; por tanto, procedió a su aprobación, sin que el accionante impetrara algún recurso
. 
Y, aunque no se anexaron las copias atinentes al avalúo y traslado, ha de concluirse que el mismo se ajustó a la ley en la forma como lo expresó el funcionario de instancia, sin que el obligado dijera nada al respecto
. 
No ve la Sala, en consecuencia, cómo se afecte el derecho de defensa y debido proceso, pues el procedimiento estuvo ajustado a las pautas señaladas en los artículos 392, 521 y 516 del C. de P. Civil., y si el accionante no estaba de acuerdo con esas actuaciones, pudo acudir a los recursos ordinarios que la ley le concede, pero como guardó silencio, resulta totalmente improcedente acudir a la tutela como un recurso extraordinario, tal como lo ha expresado la Corte Constitucional donde deja claro que: 

“Quien no ha hecho uso oportuno y adecuado de los medios procesales que la ley le ofrece para obtener el reconocimiento de sus derechos o prerrogativas se abandona voluntariamente a las consecuencias de los fallos que le son adversos. De su conducta omisiva no es responsable el Estado ni puede admitirse que la firmeza de los proveídos sobre los cuales el interesado no ejerció recurso constituya transgresión u ofensa a unos derechos que, pudiendo, no hizo valer en ocasión propicia. Es inútil, por tanto, apelar a la tutela, cual si se tratara de una instancia nueva y extraordinaria, con el propósito de resarcir los daños causados por el propio descuido procesal
”. 




Ahora, se queja el actor de una presunta vía de hecho por defecto sustantivo y procesal, en las actuaciones practicadas por el juzgado. 

Pues bien, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional
, se configura la primera, en los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión y, la segunda, se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Estas circunstancias, como se analizaron, no han acontecido en el expediente. 
Finalmente, no se puede pasar por alto que no se cumplió tampoco con el principio de la inmediatez que es propio de la tutela, ya que no existe prueba del por qué el demandante dejó pasar más de un año para acudir ante la jurisdicción constitucional (si se cuenta desde la fecha en que se profirió el auto en que fue aprobada la liquidación del crédito)
, aspecto que, sin lugar a dudas, reafirma la improcedencia de la presente acción, según conocida doctrina constitucional a la cual se remite la Sala en gracia de la brevedad
.
Visto, entonces, que en este asunto no está comprometido ningún derecho fundamental, será negada la tutela incoada; así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes.





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





 RESUELVE:





 1o.) SE NIEGA la Acción de Tutela impetrada por HERNAN GOMEZ MESA en contra del JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRAS, RISARALDA.





 2o.) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5o., Decreto 306 de 1992).





 3o.) De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





 COPIESE Y NOTIFIQUESE:





 Los Magistrados,





 Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
  Fernán Camilo Valencia López

� Folios 59 al 61


� Folios 38 a 40. Auto de fecha 15 de abril del 2008.


� Folios 43 al 45. Auto de fecha 13 de agosto del 2008.


� Folio 55.


� Corte Constitucional. Sent. SU 622 de Junio 14 del año 2001. M.P. Dr. Jaime Araújo Rentería.


� Sentencia C-590 de 2005. En Sentencia T-183 de 2006. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� Folio 45. Auto de fecha 13 de agosto de 2008.


� Corte Constitucional. Sent. SU-961 de diciembre 1º de 1999. M.P.  Dr. Vladimiro Naranjo Mesa. 
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